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20.2
CAPÍTULO 03. QUEJAS NO ADMITIDAS Y SUS CAUSAS

03.1
De las quejas remitidas a otras instituciones similares

03.1.2 
Urbanismo, Obras Públicas y Transportes 

Destacamos en este apartado la queja 14/4132 que remitimos al Proveedor de Justicia de Portugal pues no 
corresponde a esta Institución valorar las decisiones que pudiera adoptar un Gobierno soberano dentro de 
su ámbito competencial y aun más cuando, como en este caso, ejerce sus funciones en un ámbito territorial 
ajeno al nuestro. No obstante, trasladamos que se estaba produciendo una cierta preocupación por parte 
de la ciudadanía y entidades españolas, singularmente empresas transportistas y de alquiler de vehículos, 
por lo que calificaban como complicado sistema de pago de los peajes en algunas de las autopistas de esa 
Nación, lo que generaba inquietud, retrasos y reclamaciones de multas de elevada cuantía, que entendían 
no se produciría con otro sistema de pago menos complejo. Planteaban, asimismo, las consecuencias que 
todo ello podía tener en el turismo, el transporte, intercambios comerciales, etc. Asimismo, se originaba 
una grave discriminación para aquellos conductores que no disponían de tarjeta de crédito o teléfono 
móvil, ya que no se contemplaba la posibilidad de pagos en efectivo.

 

03.2
De las quejas rechazadas y sus causas

03.2.3 
No irregularidad

En materia de Urbanismo, Obras Públicas y Transportes, 49 quejas no fueron admitidas a trámite al 
no apreciarse irregularidad por parte de la Administración. En la queja 14/3559 el interesado nos exponía 
su disconformidad con la nueva Línea de Alta Capacidad de Granada. Una vez estudiada su comunicación, 
le señalábamos que no podía ser admitida a trámite por considerar que no se desprendía que se hubiera 
producido una infracción que supusiera la vulneración de un derecho constitucional o estatutario. Y ello, 
por cuanto que se trataba de una decisión del gobierno municipal que había sido adoptada dentro de su 
ámbito competencial, siendo así que el hecho de que se hubieran producido discrepancias, en cualquier 
caso respetables, sobre la decisión adoptada, no justificaba, por si misma, la intervención de esta Institución, 
máxime, cuando además el propio Ayuntamiento señalaba que se estaba haciendo todo lo posible para 
que disminuyeran las molestias generadas, a fin de que, en el menor plazo de tiempo posible, el sistema 
funcionara con plena eficacia.


